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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 589/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCION DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a  cuatro de octubre de dos mil dieciocho.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 589/2018-3, promovido por **********contra actos de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y el Inspector Adscrito a la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de nueve  de julio de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y el Inspector Adscrito a la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: “La orden de inspección de fecha ********** emitida por la Encargada de Despacho de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, así como la Inspección realizada ese mismo día y las consecuencias jurídicas que derivan de la misma.”; quien manifiesta que tuvo conocimiento de tal acto o resolución el treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, así mismo en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.-Mediante proveído de veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por contestando a las autoridades demandadas, se ordenó correr traslado a la actora con su escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final, la cual tuvo verificativo el veintiuno de mayo de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de ofrecidas por las partes; en período de alegatos,  se certificó  que no se formularon estos por las partes; y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés legítimo en este juicio, en razón de que impugna la sanción que le fue impuesta en su carácter de propietaria del inmueble materia del procedimiento de verificación, aportada por la autoridad demandada en su escrito de contestación, y que obra a fojas  60 y 61, ello conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en concatenación al criterio Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 165594,  Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, bajo el Rubro que dice: “CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA”, que se analizara  más adelante.
La personalidad de las autoridades demandadas quedo acreditada a través del nombramiento que fue exhibido en este juicio y expedido a su favor que obra en fojas 43 y 55 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la Orden de inspección número ********** de fecha ********** emitida por la Encargada de Despacho de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, así como la Inspección número ********** de fecha ********** emitida por el Inspector adscrito a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, y las consecuencias jurídicas que derivan de la misma, que constituye los actos impugnados, visible en fojas 43 a la 55 de este sumario, el cual fue exhibido por el demandante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 17 a la 29 de este sumario, que se detallan: 1.- Copias certificadas del Contrato Privado de Compraventa del inmueble materia de esta controversia; 2.- Instrumento Público expedido por el Notario Público 14 en ejercicio de sus funciones donde se hace constar el otorgamiento de escritura en rebeldía en relación al inmueble materia de esta controversia; 3.-  Orden de inspección número ********** de fecha ********** emitida por la Encargada de Despacho de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, 4.- oficio de Comisión **********5.- Citatorio número**********relativo a la orden de inspección**********6.- Copia simple de la Credencial del INE a nombre de la parte actora, Acta Circunstanciada número ********** de fecha ********** emitida por el Inspector adscrito a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano; 7.- Instrumental de actuaciones y la presuncional; documentales referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas.

Las autoridades demandadas, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofrecieron las siguientes documentales que obran a fojas 55 a la 61 de este sumario: 1.- Para acreditar su personalidad acompaño copia certificada de su nombramiento, 2.- Acta Circunstanciada número ********** de fecha ********** emitida por el Inspector adscrito a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano; 3.- oficio de Comisión **********4.- Orden de inspección número ********** de fecha ********** emitida por la Encargada de Despacho de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano; 5.- Citatorio numero**********relativo a la orden de inspección**********y 6.- Acta Circunstanciada de Ejecución de Orden de Suspensión numero**********7.- Orden de Suspensión  número**********de fecha **********; asimismo ofreció la instrumental  de actuaciones y la Presuncional Legal y Humana, documentales con pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 44 a la 54 de este sumario, opusieron la excepción de “Falta de Acción y Derecho”, que basan en que los actos reclamados se encuentran apegados a derecho de acuerdo con lo establecido al Código Procesal Administrativo, y que se cumplen con todos los requisitos   conforme a la norma aplicable, asimismo interpusieron la causal de sobreseimiento que fundan en los artículos 228 fracción II y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado. A ese respecto, cabe señalar que dichas manifestaciones son razonamientos que deben ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el examen de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 2 a la 14 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Determinado lo anterior, se procede al examen de los actos que impugna la accionante en este juicio, los cuales se hacen consistir en la legalidad o ilegalidad de la Orden de inspección número ********** de fecha ********** emitida por la Encargada de Despacho de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, así como el Acta Circunstanciada de Inspección número ********** de fecha ********** emitida por el Inspector adscrito a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, y la sanción de suspensión de construcción u obra efectuada en el inmueble de su propiedad materia de esta Litis, impuesta por las demandadas en ese procedimiento. 
Actos impugnados de los que se advierten derivan de actividades regladas, esto es, aquellas que requieren de concesión, licencia de uso de suelo o construcción, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, de los cuales para la procedencia de su estudio en la vía contenciosa administrativa se requiere por parte de la accionante que pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, que acredite su interés jurídico mediante la correspondiente licencia de construcción vigente, que le autorice realizar la obra a que se refiere en su demanda, en razón de que esa actividad se encuentra reglamentada y requiere de la licencia correspondiente para que la construcción se lleve a cabo.
Por tanto en caso de no cumplirse con este requisito, el juicio será improcedente porque así expresamente lo establece el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado, que a la letra dice: 
“Artículo  231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.
“Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.
“En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

(lo resaltado es nuestro)
Atendiendo a esta disposición legal, para tener por acreditando el interés jurídico de la parte actora en este juicio demandando la ilegalidad de la Orden de inspección número ********** y el Acta Circunstanciada de Inspección número **********debió haber exhibido en el presente juicio que nos ocupa, la licencia correspondiente que es la que engendra la titularidad de ese derecho, lo cual omitió, (según se aprecia de los medios probatorios que ofreció en su escrito de demanda y que fueron valorados en el considerando Tercero de este sumario), circunstancia que  trae como consecuencia que los actos que impugna no afecten su interés jurídico, pues éstos no deben considerarse como conculcatorios del derecho de posesión o propiedad, sino el de construir que sólo se tiene con la licencia correspondiente que es la que engendra la titularidad de ese derecho.

Bajo esa premisa, se tiene que la falta de acreditación de ese extremo lleva a la improcedencia o al sobreseimiento del  juicio en términos del numeral 231 en cita, porque así expresamente lo establece, esto en concatenación con el artículo 228 fracción II, del mismo ordenamiento al prever entre las causas de improcedencia, que ello acontecerá cuando no se afecten los  intereses jurídico o legítimos del actor, disposición legal que a la letra dice: 
“Artículo  228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

“…II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;(…).”
Sin embargo, se advierte que en el presente juicio la parte actora también se encuentra reclamando la sanción que le impusieron en ese procedimiento, la cual si bien deriva de la Orden de Inspección y el acta Circunstanciada de Inspección que componen los diversos actos impugnados, constituye una  excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la sanción, sin poder  analizar  los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el oficio de la Orden de Inspección, Acta de Circunstanciada de Inspección y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con tal documentación, es decir, dichos actos solo pueden ser estudiados de fondo si acredita el interés jurídico, que solo se demuestra con la licencia correspondiente que le autoriza  en este caso llevar a cabo la construcción de su inmueble, lo cual como se ha sostenido en  los párrafos que preceden, no acreditó, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos respecto a dichos actos.
Consecuentemente, esta Tercera Sala Unitaria, sólo examinará la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta, conforme a los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en este juicio tendientes a controvertir la sanción;  únicamente para corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.
Lo anterior en acatamiento a la Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 165594,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, que dice:  

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.- Contradicción de tesis 418/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes..-Tesis de jurisprudencia 253/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil nueve.

(lo resaltado es nuestro)
SEPTIMO.- Precisado lo anterior, nos ocuparemos del Tercero de los conceptos de impugnación que plantea el actor, en el cual se hacen valer agravios respecto a la sanción, mismo que se examina con las manifestaciones expuestas por la autoridad demandada en su escrito de contestación y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“TERCERO.- (…).”
“Resulta así lo anterior, puesto que la sanción hoy controvertida carece de motivación suficiente, toda vez que de la misma deriva  que una supuesta infracción que en forma alguna acredita la demandada, basando su motivación incoherentes e insuficientes y con base en una orden ilegal y por ende inexistente.”
“Ahora bien es de explorado derecho es que la imposición de una sanción por parte de la autoridad administrativa no debe configurar un acto unilateral por parte de la misma, sino que por el contrario, toda actuación autoritaria debe encontrarse debidamente fundada y suficientemente motivada, sin embargo, ello no ocurre en la especie, toda vez que la autoridad emisora del acto administrativo controvertido no motiva debidamente el mismo, razón por la cual se controvierte la misma.”
“Para acreditar la ilegalidad aquí referida, consideramos necesario remitirnos al contenido de los artículos 14 y 16 de la Máxima norma, que al efecto estatuyen lo siguiente: (…).”
“De lo anterior se deriva la ilegalidad de la sanción que se combate, así como la violación directa al principio de legalidad, certeza y seguridad jurídica por virtud de las cuales los gobernados deben contar  con la certeza de que todo acto de molestia que se pueda practicar dentro de la esfera de derecho de éstos, no provienen de una actitud arbitraria y/o irreflexiva y/o excesiva por parte de la autoridad administrativa, sino por el contrario, se encuentran ajustados a derecho y cuentan con un sustento lógico, legal y debidamente aplicable; cuestión que en la especie no se observa, en virtud de que la motivación plasmada por la autoridad impositora resulta insuficiente, violando así lo precisado por la fracción V del diverso 4° de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.”
“Al efecto, resulta menester remitirnos al contenido a los ordinales referidos (…).”

“En los términos vertidos y, contrario a lo razonable, lógico y por ende legal, en el caso concreto, la impositora emitió una resolución sin ningún apego a los lineamientos establecidos por la Legislación Vigente, dejando a mi poderdante en absoluto estado de indefensión.”
Determinando por parte de este Tribunal, que por lo que hace a los conceptos de impugnación antes referidos, resultan inoperantes por insuficientes.
Toda vez los argumentos que esgrime el actor son insuficientes para determinar la ilegalidad de la sanción, ya que no formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos del acto que impugna, tratándose del asunto que nos ocupa, en si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita, esto de acuerdo a lo establecido en el considerando anterior, siendo que los argumentos que refiere van enfocados a atacar lo relativo a la falta de fundamentación y motivación de la sanción por derivar de una orden ilegal e inexistente, señalando que su motivación es inexistente e insuficiente, que toda actuación debe estar suficientemente motivada y debidamente fundada; argumentos que no son la relación razonada que ha de establecerse entre los hechos que la actualizan y sustentan la sanción emitidos por la autoridad demandada y los derechos fundamentales que se estimen violados, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos, y la aplicación de la misma en su perjuicio, características que debe en este caso reunir el concepto de impugnación en análisis para que pueda ser materia de estudio por la excepción que se actualiza, en tanto que los que aquí argumentan, son meras expresiones de carácter unilateral, que no combaten el acto impugnado, por lo que dichos argumentos son inoperantes. 

A mayor abundamiento cabe señalar, que en el caso que nos ocupa la parte actora se limitó a realizar meras afirmaciones de que la sentencia estaba indebidamente fundada y motivada señalando la falta de fundamentación y motivación, en la misma,  sin sustento alguno, dado que la promovente es omisa por completo de esgrimir conceptos de impugnación que sean tendientes a demostrar que dicha sanción fue emitida contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal o bien que se aplica indebidamente, por lo que dichos argumentos son inoperantes.
Tiene aplicación la tesis aislada  de la Quinta Época,  Registro: 347600,  Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  XC, Materia(s): Común, Tesis: Página: 2589 que refiere: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION  DEFICIENTES. No basta, para proceder al estudio de los conceptos de violación, la declaratoria general de que no se estudiaron los agravios hechos valer en segunda instancia, o bien, que no se fundó ni motivó el acto reclamado, sino que en uno y en otro casos, el quejoso debe fundar los motivos de impugnación, precisando en qué hace consistir la falta de análisis de los agravios, así como porqué considera que la sentencia no está fundada ni motivada. Amparo civil directo 306/45. Vernier Blanc Luis José Miguel. 6 de diciembre de 1946. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Y el criterio de la Época: Octava Época,  Registro: 228171, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 201, que dice:  

“CONCEPTO DE VIOLACION INOPERANTE POR INSUFICIENTE, CUANDO NO SE EXPRESAN ARGUMENTOS LOGICO-JURIDICOS. La sala responsable no viola garantías en perjuicio de la peticionaria, cuando ésta no expresa en el concepto de violación argumentos lógico-jurídicos en contra de las consideraciones de aquélla, sin combatir el razonamiento respecto de la infundamentación de las causales de anulación alegadas por la actora, pues la quejosa solamente señala que la existencia de tales violaciones al procedimiento, tácitamente reconocidas por la responsable, le causan agravios, resultando con ello el concepto de violación inoperante por insuficiente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 65/89. Conjunto Manufacturero, S.A. de C.V. 20 de abril de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretario: José Luis Flores González.

De la Novena Época,  Registro: 178786,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Abril de 2005, Materia(s): Común, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES POR INSUFICIENTES SI NO ATACAN TODOS LOS ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN EL SENTIDO DE LA SENTENCIA COMBATIDA. Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio constitucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por insuficientes, pues aun de resultar fundados no podrían conducir a conceder la protección constitucional solicitada. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.-“

De la Novena Época, Registro: 176045, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.11o.C. J/5, Página: 1600, que señala: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes.-DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
Criterio de la Novena Época, con número de Registro: 191370, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/21, Página: 1051 que señala: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO. Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

En esa tesitura, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la actora para que proceda la nulidad de los actos impugnados, siendo que son legales y válidos, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por  su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en los considerandos Sexto y Séptimo de esta resolución.  

En tal virtud, a juicio del Magistrado Titular de esta Tercera Sala Unitaria, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados consistentes en la Orden de inspección número ********** de fecha ********** emitida por la Encargada de Despacho de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, así como la Inspección número ********** de fecha ********** emitida por el Inspector adscrito a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, y la sanción impuesta en ese procedimiento de verificación, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 249, 251 primer párrafo, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos  impugnados, de acuerdo a los razonamientos precisados en los considerandos Sexto y Séptimo de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 

